	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO

En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales y otros conceptos laborales siguen los ciudadanos MARCO MATA, JORGE LUIS RODRÍGUEZ COVA, PEDRO RAFAEL SERRANO SERRANO, DOUGLAS RAMÓN RODRÍGUEZ, FÉLIX JOSÉ ACOSTA RIVERA, IGNACIO RUBÉN MARCANO, RAMÓN CELESTINO VEGAS, FRANCISCO JOSÉ VILLANUEVA GONZÁLEZ, LUIS ALFREDO FIGUEROA ANDARCIA, JOSÉ AMADOR HERRERA CAMPOS, JOSÉ LISANDRO SARMIENTO VALOR, GILMER ENRIQUE GUILLÉN, WILLMER ALEXANDER GALVIS ORTIZ, TOMÁS JOSÉ MUDARRA ZAPATA, LUIS ANTONIO MENDOZA MENDOZA, ANTONIO MARÍA RAMÍREZ GARCÍA, RAMÓN CELESTINO SALAZAR SOSA, ALEXANDER JOSÉ GAUNA CONTRERAS, VICENTE HILARIO MAYO, ARMANDO SIDALTA PINTO, DAVID ROJAS, ALEJANDRO JOSÉ NIEVES CORDERO, ORLANDO ALFONSO BLANCO FRANCO, LOIBER JESÚS VILLAFRANCA QUINTANA, ELÍAS GARCÍA ISTURIZ, JOSÉ ALÍ CHARLES, JOSÉ RAFAEL RODRÍGUEZ CASTILLO, JUAN PABLO ÁLVAREZ, JULIO CÉSAR CORONA, ALCIDES RAFAEL DELGADO GARCÍA, OSWALDO AVELINO LEIVA HERNÁNDEZ, JESÚS RAFAEL MAIZ, LUIS BAUTISTA RAMÍREZ MEDINA, EDGAR ALEXANDER MONTILLA CASTELLA y JUAN CARLOS CORTÉS MOSQUERA, representados judicialmente por los abogados Alberto Sorate Orestes y Juan B. Reyes Hernández, contra la sociedad mercantil CONSTRUCTORA NORBERTO ODEBRECHT S.A., representada judicialmente por los abogados Narky Navarro de Borjas, Jorge Patricio Flores Ramos y Betty Torres Díaz; el Juzgado Quinto Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, dictó sentencia en fecha 09 de agosto del año 2004, mediante la cual declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación interpuesto por la empresa accionada y parcialmente con lugar la demanda, revocando el fallo apelado.

Contra la mencionada decisión de alzada, anunció recurso de casación el abogado Alberto Sorate Orestes, en su carácter de co-apoderado judicial de los demandantes, según consta de diligencia estampada en horas de despacho del día 17 de agosto del año 2004, y en esa oportunidad, la abogada Narky Navarro de Borjas -representante judicial de la parte demandada-, ejerció recurso de control de la legalidad contra el fallo antes referido.

Mediante sentencia de fecha 01 de marzo del año 2005, esta Sala de Casación Social, declaró inadmisible el recurso de casación anunciado por la parte demandante, y admitió el recurso de control de la legalidad propuesto por la empresa accionada contra la sentencia dictada por el mencionado Juzgado ad-quem, fijándose audiencia oral, pública y contradictoria para el día 31 de mayo del año 2005, en sujeción a lo regulado por el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Celebrada la audiencia oral y habiendo esta Sala pronunciado su decisión de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la indicada Ley Procesal Laboral, en los siguientes términos:

DEL RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD

ÚNICO

En el caso analizado, alega la parte recurrente en primer lugar, que el Juez Superior Laboral interpretó erróneamente el alcance del artículo 220 de la Ley Orgánica del Trabajo, al condenar a la empresa demandada al pago de las vacaciones vencidas, no obstante haberse demostrado suficientemente en autos, a decir de quien recurre, que los litisconsortes disfrutaron de sus vacaciones anuales, de conformidad con lo previsto en la cláusula XVII del Laudo Arbitral -que establece las condiciones de trabajo de la industria de la construcción-.

En tal sentido, la recurrente señala que el sentenciador de alzada incurrió en la violación de los artículos 12 y 509 del Código de Procedimiento Civil, al no decidir conforme a lo alegado y probado en autos, por cuanto ordenó nuevamente el pago de este concepto laboral a cada uno de los reclamantes, a pesar de que la empresa demandada concedió vacaciones colectivas, las cuales, a su decir, están permitidas por la mencionada cláusula XVII del Laudo Arbitral cursante en autos. 

Seguidamente, aduce la solicitante que el Juez Superior, quebrantó los artículos 12 y 509 del Código de Procedimiento Civil, 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y 225 de la Ley Orgánica del Trabajo, al condenar al pago de las vacaciones fraccionadas, en virtud de que, “...no podía el Tribunal ordenar nuevamente el pago de dichos conceptos, porque se le estaría imponiendo una obligación a mi representada que ya cumplió...”, resultando la sentencia impugnada contradictoria, por cuanto, a su decir, en ella se reconoce el pago por parte de la empresa demandada de las vacaciones fraccionadas a todos los accionantes, al término de la relación laboral. 

Ahora bien, a fin de verificar lo expuesto por la recurrente, es necesario extraer parte de la sentencia dictada el 09 de agosto del año 2004, la cual en su parte pertinente establece:

...Primero: Vacaciones.

Efectivamente, los litisconsortes activos demandan el pago de vacaciones fraccionadas o vencidas, conforme a lo pautado en los artículos 225 y 223 de la Ley Orgánica del Trabajo y al Laudo Arbitral (SUTIC) correspondiente a los trabajadores de la construcción.

En cuanto al concepto accionado, la representación judicial de la demandada en su escrito de contestación a la demanda, señala que los accionantes pretenden su reclamación en un doble cálculo, es decir, lo fundamentan tanto en la Ley Orgánica del Trabajo como en el Laudo Arbitral (SUTIC), razón por la cual considera que el reclamo planteado, no tiene basamento alguno al pretender el pago de dichos conceptos por ambos instrumentos legales.

Respecto al punto en cuestión, la sentenciadora de instancia estableció:

...respecto a las vacaciones relativas a los períodos 2002-2003 y las fraccionadas correspondientes al período 2003-2004, tales beneficios fueron deducidos al momento de la liquidación de los trabajadores, como se evidencia de las ‘Planillas de Liquidación’ en los rubros denominados ‘DESCUENTO ANTICIPO DE VACIONES 2002-2003’ y ‘DESCUENTO ANTICIPADO QUE (sic) VACACIONES 2003-2004’, sobre las primeras el ‘ANTICIPO’ implica que fueron pagadas antes de su (sic) oportunidad de su derecho al disfrute que es, conforme a lo establecido en los (sic) 2 y 3 de la cláusula XVII anualmente, en la oportunidad del nacimiento de su derecho a ellas, (...) supuesto que hace devenir aplicable la consecuencia jurídica prevista en los artículos 224 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo en relación con el artículo 226 eiusdem, que impone al patrono la obligación de pagar al término de la relación de trabajo las vacaciones no disfrutadas por el trabajador, en razón de que el laborante tiene derecho al ‘disfrute efectivo’ (...) y en el presente caso, la accionada no aportó ningún elemento probatorio que demuestre el disfrute efectivo de las mismas... 

Se revela la representación judicial de la parte accionada, contra lo decidido por la sentenciadora de instancia, pues considera que ésta no apreció correctamente en todo su contenido las documentales marcadas ‘E1’ a la ‘E35’ -vide folios 61 al 95 pieza 4-, ya que de ellos deduce falsamente que los accionantes no disfrutaron de sus vacaciones. En ese sentido, estima la recurrente, que sí (sic) se hubiese apreciado plenamente dichas documentales, no hubiese llegado a la conclusión antes referida.

En cuanto al punto en cuestión, este sentenciador observa:

En materia de vacaciones, la cláusula XVII del Laudo Arbitral (SUTIC) que rige para los trabajadores de la construcción, se evidencia que el mismo señala en el punto número uno (1) que ‘los trabajadores disfrutarán, por cada año de servicios ininterrumpidos, de un período de (...) 17 días hábiles; y, en el punto número dos (2) que éstos ‘disfrutarán sus vacaciones anualmente, en la oportunidad del nacimiento de su derecho a ellas...’; es decir, que según lo establece la propia cláusula parcialmente transcrita, el derecho de vacaciones se producirá por cada año ininterrumpido de servicios y que las mismas se concederán en la oportunidad en que nazca dicho derecho.

Ahora bien, corren insertos a los folios 61 al 95 de la pieza número cuatro del expediente, una serie de documentales denominadas ‘DEMOSTRATIVO DE VACACIONES’, por medio de las cuales, se pretende demostrar que a los litisconsortes activos les fue concedido el derecho con el respectivo pago. No obstante, nótese que de dichas probanzas si bien se indica tanto los días que en teoría fueron concedidos con el pago correspondiente, considera este sentenciador que el mismo se trató de una liberalidad del patrono al concederlas en un lapso al cual no correspondían, pues como lo señala la propia cláusula XVII del laudo, éstas se producirían por cada año ininterrumpido de servicio y a ninguno de los litisconsortes les correspondía disfrutar de tal derecho para la fecha en cuestión.

Siendo así, al haber quedado demostrado que a los ex trabajadores accionantes en teoría, les fue concedido un descanso que para el decir de la empresa fueron vacaciones, lo que como quedó expuesto supra, para el criterio de quien sentencia se constituyó como una liberalidad patronal que en ningún caso puede equipararse con el concepto demandado y no habiendo demostrado la accionada, que los litisconsortes activos hayan disfrutado del derecho a las vacaciones en la oportunidad que según el Laudo en realidad les correspondía, considera quien sentencia que ésta transgredió lo preceptuado en la cláusula XVII y que por tales razones, le son aplicables las consecuencias jurídicas de los artículos 224 y 226 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se decide.

SEGUNDO: Vacaciones Fraccionadas.

Respecto al concepto de vacaciones fraccionadas estimó la sentenciadora de instancia que el mismo fue pagado con un salario básico lo cual perjudicó a los trabajadores, pues como así lo estableció ‘...el pago de las mismas debió hacerse de acuerdo a lo establecido en la cláusula XXIV del Laudo Arbitral, según la cual se pagarán al concluir la relación de trabajo, salvo despido justificado ‘a razón de cuatro salarios ordinarios y sesenta y siete centésimas del salario básico (4,67 salario (sic) básicos) por cada mes completo de servicios prestados o de un período mayor de catorce días (...) por lo que deberá ser la de los salarios ordinarios o básicos, definidos en el numeral 12 de la referida cláusula, la base para el pago del concepto de vacaciones fraccionadas...’

Señaló la recurrente que según el numeral 12 de la cláusula I del Laudo Arbitral, se define Salario Base, Básico u Ordinario de la siguiente manera: ‘...Salario Base, Básico u Ordinario: Salario fijo devengado diariamente por el trabajador de conformidad con lo indicado en el tabulador’; y fueron los salario (sic) bases, básicos u ordinarios que nuestra representada consideró para cancelar las vacaciones fraccionadas, calculadas a razón de 4,67 salarios básicos. No existe diferencia alguna y la remisión que hace la sentenciadora a salario ‘ordinario’, es el mismo básico con el que se cancelaron y cobraron los accionantes según consta planamente (sic) en las planillas de liquidación promovidas y apreciadas por la sentenciadora.

En cuanto al punto en cuestión, debe señalar este juzgador, que efectivamente el Numeral 12 de la Cláusula Primera del Laudo Arbitral, define de una misma manera lo que es salario base, básico u ordinario, razón por la cual estima quien suscribe, no existir diferencia alguna entre (sic) u otro (sic) definición, por lo que de igual forma, tampoco existe diferencia alguna que reconocer, en cuanto a montos por dicho concepto. Así se decide.

Ahora bien, del folio 26 al 60 de la pieza cuatro del expediente marcadas con la letra ‘D’, corre inserto un cúmulo probatorio de donde se evidencian los conceptos pagados a los accionantes producto de la culminación de la relación laboral y en esas mismas documentales, se observa que la empresa reconoció y pagó lo que por Vacaciones Fraccionadas correspondían a éstos. No obstante, debe señalarse que dicho concepto fue reconocido antes de que el derecho se generara, es decir, entes (sic) de la culminación de la relación laboral. Siendo así, y en virtud de que el mismo se pagó anticipadamente, deben aplicarse las previsiones establecidas en el encabezamiento del único aparte del artículo 220 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual señala, que ‘Si el trabajador, para el momento de las vacaciones colectivas, no hubiere cumplido el tiempo suficiente para tener derecho a vacaciones anuales, los días correspondientes a las vacaciones colectivas serán para él de descanso remunerado...’.

En ese sentido, visto que para el presente caso concreto la demandada reconoció y pagó lo que para su decir son vacaciones fraccionadas en una oportunidad en la cual no correspondía, éstas, en ningún caso se compadecen con el referido concepto, ya que en virtud de no haber nacido el derecho al mismo, lo que haya reconocido y pagado el patrono debe tomarse como un descanso remunerado; y, que por tales motivos, hace procedente el pago de vacaciones fraccionadas demandado y cancelado. Así se decide.        

De la transcripción que del fallo impugnado se ha realizado, se observa que el sentenciador de alzada con respecto a las vacaciones anuales consideró que los días otorgados a los trabajadores por dicho concepto, deben tenerse como un descanso remunerado, por cuanto las mismas no fueron disfrutadas en la oportunidad que indica la Cláusula XVII del Laudo Arbitral que regula las relaciones de trabajo de la industria de la construcción, es decir, una vez cumplido un (01) año ininterrumpido en la prestación del servicio, en virtud de lo cual, a su criterio, la empresa demandada debe conceder la remuneración correspondiente a dicho beneficio laboral. (Cursivas de la Sala)

Con respecto a las vacaciones fraccionadas, el Juez Superior manifestó que al haber sido reconocidas y pagadas anticipadamente, es decir, antes de la culminación de la relación de trabajo, deben ser consideradas como un descanso remunerado otorgado por la parte patronal, en atención a lo previsto en el único aparte del artículo 220 de la Ley Orgánica del Trabajo, todo lo cual conlleva a la procedencia del derecho reclamado. (Cursivas de la Sala)

Ahora bien, debe esta Sala establecer, en primer término, el hecho de la existencia de las vacaciones colectivas en el caso bajo estudio, para luego emitir el debido pronunciamiento sobre lo delatado.

En este sentido, se constata de autos que existen suficientes indicios que conllevan a concluir que efectivamente la empresa demandada, en virtud de la naturaleza de la labor desempeñada, otorgaba a sus trabajadores vacaciones colectivas. Establecido lo anterior, esta Sala pasa al estudio del asunto planteado, a fin de determinar si el Juzgador de alzada, con su proceder, incurrió o no en la violación de alguna disposición de orden público laboral, en los siguientes términos:

El artículo 220 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que para aquellos trabajadores que al momento de las vacaciones colectivas no hubieren cumplido el tiempo suficiente para tener derecho a sus vacaciones anuales, los días otorgados por concepto de vacaciones colectivas, se tomarán como un descanso remunerado, y si excediere el período vacacional que les correspondería, se les imputará a sus vacaciones futuras.

En tal sentido, consta a los folios 63 -pieza N° 05-, 86, 187 y 301 -pieza N° 06-, 64, 145, 295, 434 y 579 -pieza N° 07-, 96, 250, 351, 498 y 566 -pieza N° 08-, 63, 142, 214 y 317 -pieza N° 09-, 42 y 195 –pieza N° 10-, 64, 163, 246 y 314 –pieza N° 11- del expediente, comprobantes de pago pertenecientes a los ciudadanos que iniciaron sus labores en la empresa a partir del año 2001, a saber: Loiber Villafranca, Marco A. Mata, Juan C. Cortés, Edgar Montilla, Luis Ramírez, Oswaldo Leiva, Jesús Rafael Maiz, Juan Pablo Álvarez, José Alí Charles, Alejandro Nieves, Vicente Hilario Mayo, Alexander Gauna Contreras, Antonio M. Ramírez, Luis Mendoza, Tomás Mudarra, Willmer Galvis, Gilmer Guillén, José Sarmiento, José Amador Herrera, Ramón Vegas, Douglas Rodríguez, Pedro Serrano, Jorge Luis Rodríguez y Francisco Villanueva, de los cuales se comprueba que aún y cuando no les había nacido el derecho a percibir vacaciones anuales, las mismas fueron pagadas y disfrutadas anticipadamente, y a pesar de ser consideradas por disposición del aludido artículo 220 de la Ley Orgánica del Trabajo, como un descanso remunerado, éstas se tienen como una obligación ya cumplida, tal y como consta en las planillas denominadas “Demostrativo de Vacaciones” -folios 61 al 95 de la pieza N° 04 del expediente-,  razón por la cual, mal podría condenarse nuevamente a la empresa al pago de las vacaciones anuales correspondientes al período 2001-2002.

En efecto, para mayor ilustración del punto in comento, resulta necesario tomar como ejemplo al co-demandante Marco Antonio Mata. En este sentido, se observa que dicho trabajador comenzó a prestar servicios en la Constructora Norberto Odebrecht, S.A., el día 05 de abril del año 2001, motivo por el cual, de conformidad con la Cláusula XVII del Laudo Arbitral -que regula las relaciones laborales de la industria de la construcción-, las vacaciones anuales correspondían el día 05 de abril del año 2002. Sin embargo, por efecto de las vacaciones colectivas, éstas fueron pagadas y disfrutadas en diciembre 2001-enero 2002, aún y cuando el derecho a las vacaciones no se había originado, considerándolo obviamente como un descanso remunerado, pero cuya obligación como pago de vacaciones ya fue cumplida. Valga este ejemplo para el resto de los litisconsortes que iniciaron sus actividades en el año 2001.

Realizadas las consideraciones anteriores, esta Sala arriba a la conclusión de que los accionantes disfrutaron de las vacaciones anuales del lapso 2001-2002, observándose además que dicho concepto laboral fue pagado por la empresa accionada y efectivamente disfrutado por los trabajadores, con sujeción a lo previsto en la Cláusula XVII del mencionado Laudo Arbitral, por ser ésta la norma más favorable a los trabajadores, y por ende la aplicable, por lo que al haber condenado la recurrida a la empresa demandada al pago de dicho concepto en el referido período, incurrió en la violación del artículo 220 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se resuelve.

En cuanto a las vacaciones anuales del lapso 2002-2003, de las planillas tituladas “Liquidación de Prestaciones Sociales” -folios 26 al 60 de la pieza N° 04 del expediente-, se evidencia que las mismas fueron pagadas y disfrutadas colectivamente por todos los trabajadores, desde el 09 de diciembre del año 2002 hasta el 05 de enero del año 2003.

No obstante lo anterior, esta Sala percibe algunas imprecisiones con respecto al pago de dicho concepto, que influyen en lo reclamado por vacaciones anuales, lo cual será objeto de pronunciamiento por parte de esta Sala en la decisión de fondo del presente asunto.

Con relación al criterio sostenido por el Juez Superior en cuanto a la procedencia del pago de las vacaciones fraccionadas, es necesario puntualizar lo siguiente:

De los formatos marcados E-1 al E-35 -folios 61 al 95 de la pieza N° 04 del expediente-, se verifica como se dijo anteriormente, el pago de las vacaciones anuales del período 2002-2003, siendo oportuno resaltar que dicho concepto sería el que correspondería a cada trabajador según la fecha de inicio de sus labores, a las vacaciones del año 2002 que se generarían en el año 2003, las cuales fueron disfrutadas de manera colectiva -desde el 09/12/02 hasta el 05/01/03-.

Así, por ejemplo, el ciudadano Jorge Luis Rodríguez Cova ingresó a la empresa en fecha 29 de octubre del año 2001, por lo cual debía disfrutar las primeras vacaciones anuales a partir del día 29 de octubre del año 2002, y así sucesivamente, de acuerdo con lo establecido en la tantas veces mencionada Cláusula XVII del Laudo Arbitral aplicable al presente asunto, lo que conlleva a determinar que para la fecha de culminación de la relación laboral -16 de marzo del año 2003-, no había cumplido el segundo año de servicio ininterrumpido para ser acreedor de dicho beneficio, por lo tanto, tenía derecho a las vacaciones fraccionadas, las cuales fueron pagadas conforme al numeral 5° de la Cláusula XXIV del Laudo Arbitral, en concordancia con el artículo 225 de la Ley Orgánica del Trabajo. 

Consecuente con el ejemplo, se advierte de las planillas de liquidación cursantes en autos, que a todos los litisconsortes les fueron pagadas unas cantidades de dinero bajo el concepto de vacaciones 2002-2003, entendiendo esta Sala que la mismas se refieren a las vacaciones fraccionadas debidas a los trabajadores que no habían cumplido el segundo año ininterrumpido de servicio. 

Asimismo, al estudiar las planillas de liquidación de prestaciones sociales de los accionantes, se constata que la empresa accionada, en aplicación de lo previsto en el numeral 5° de la Cláusula XXIV del Laudo Arbitral, pagó al término de la relación laboral lo concerniente a las vacaciones fraccionadas, previo descuento del excedente recibido por los trabajadores al disfrutar de las vacaciones colectivas 2002-2003.

Por tanto, al ordenar la decisión impugnada el pago de las vacaciones fraccionadas reconocidas y pagadas anticipadamente, equiparándolas a un descanso remunerado, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 220 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual establece lo atinente a las vacaciones colectivas, incurrió en la infracción del artículo 225 eiusdem. Es decir, en cuanto a lo señalado por la recurrida respecto al hecho de que tales montos fueron descontados, esta Sala considera que por efecto de las vacaciones colectivas, determinados trabajadores les pagaron y disfrutaron unas vacaciones anuales que para aquél momento no les correspondían, por lo tanto, es acertado el descuento hecho por la empresa demandada. 

Igualmente, y por cuanto de autos se desprende que la empresa demandada pagó al finalizar la relación de trabajo las sumas equivalentes a la remuneración que se hubiere causado en relación a las vacaciones anuales, en proporción a los meses completos de servicios o período mayor de catorce (14) días, en atención a lo dispuesto en el numeral 5° de la Cláusula XXIV del Laudo Arbitral, esta Sala disiente del criterio manifestado por el ad-quem en cuanto a la procedencia del pago de las vacaciones fraccionadas, y en consecuencia, estima procedente la presente denuncia. Así se decide.

Finalmente, señala la parte recurrente que el sentenciador de alzada infringió, por una parte el artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, al pronunciarse respecto al ámbito de aplicación de la Ley Programa de Alimentación para los Trabajadores, de acuerdo a la equidad, sin encontrarse facultado para ello, y por otra, quebrantó el artículo 2 de la mencionada Ley Programa de Alimentación para los Trabajadores, al condenar a la empresa demandada al pago del beneficio de cesta tickets a los demandantes, cuyos salarios básicos mensuales superan los dos salarios mínimos, razón por la cual, a su criterio, no pueden incluirse dentro de los supuestos previstos en dicho precepto jurídico.     

Sobre el particular, estableció la recurrida:

Con respecto al concepto de Cesta Tickets, la sentenciadora de instancia determinó que los co-accionantes Antonio María Ramírez García, Alexander José Gauna Contreras; Vicente Hilario Mayo; Armando Sidalta Pinto; David Rojas; Alejandro Nieves Cordero; Orlando Alfonso Blanco Franco; Elías García Isturiz; Julio César Corona; Alcides Rafael Delgado García; Jesús Rafael Maiz; Luis Bautista Ramírez Medina y Juan Carlos Cortés Mosqueras (sic), en ningún caso devengaron un salario que superara el tope salarial de (03) salarios mínimos para ser excluídos del Programa de Alimentación; razón por la cual los trabajadores mencionados fueron indebidamente excluídos, y que por dichas circunstancias consideró, que los mismos tenían derecho a recibir la ayuda o beneficio de alimentación.

Así mismo, y en lo referente a los trabajadores accionantes no excluídos por la demandada del programa de alimentación, la instancia estableció, que lo reconocido por dicho concepto en ninguno de los casos, alcanza el porcentaje mínimo establecido en el artículo 5 de la Ley del Programa de Alimentación para trabajadores. De esta forma, indicó la procedencia del reclamo planteado, ordenando el reconocimiento del mismo conforme a los parámetros de dicha Ley, previa deducción para aquellos trabajadores de los pagos parciales realizados por la empresa.

Respecto al punto en cuestión, la recurrente señaló la errónea aplicación por parte de la sentenciadora de instancia del artículo 2 de la Ley de Programa de Alimentación para los Trabajadores, pues sólo consideró como excepción el número de laborantes, sin considerar que la obligación que impone la Ley al patrono es cuando tiene más de cincuenta trabajadores y éstos devenguen menos de dos salarios mínimos mensuales.

Ahora bien, respecto al análisis del artículo 2 de la Ley del Programa de Alimentación para Trabajadores, este Juzgado Superior Quinto del Trabajo en fecha 22 de julio de 2004, estableció:

Respecto al punto en cuestión, señala este sentenciador, que si bien el artículo 2 de la precitada Ley establece como parámetro general que ‘...las empresas del sector público y privado que tengan a su cargo más de cincuenta (50) trabajadores otorgarán a aquellos que devenguen hasta dos (2) salarios mínimos mensuales el beneficio...’, no es menos cierto, que el Parágrafo Segundo del propio artículo, señala que ‘...Los trabajadores que sean beneficiarios del programa serán excluídos del mismo cuando lleguen a devengar tres (3) salarios mínimos’.

De la norma parcialmente transcrita, infiere quien sentencia, que la exclusión establecida en el parágrafo segundo, se aplica a todos aquellos trabajadores cuyos salarios mensuales superen tres salarios mínimos, entendiéndose por interpretación a contrario, que aquellos trabajadores que devenguen menos de tres salarios mínimos, serán acreedores del beneficio en cuestión.

En ese sentido, al considerar esta Alzada que la exclusión en referencia amplía el ámbito de aplicación del programa de alimentación hasta los tres salarios mínimos ya tantas veces mencionados, se considera de equidad que aún y cuando algún trabajador, no sea beneficiario del programa de alimentación, pero su salario no supera el parámetro antes indicado, éste se encuentra inmerso dentro del supuesto legal y por tanto debe serle reconocido.

En ese sentido, visto que los salarios devengados por todos y cada uno de los litisconsortes activos, en ningún caso superaron el tope de tres salarios mínimos establecidos en el parágrafo segundo del artículo 2 de la Ley Programa de Alimentación para los Trabajadores, se hace procedente el reconocimiento de tal derecho, cuyo cálculo será realizado por un experto que a los efectos nombrará el Juzgado a quien corresponda la ejecución de la sentencia definitivamente firma (sic), tomando como base el parámetro mínimo establecido en el artículo 5 de la Ley Programa de Alimentación para (sic) Trabajadores, es decir, el 0,25% del valor de la unidad tributaria y por cada jornada efectiva de trabajo. Así se decide.     

Así, producto de las consideraciones expuestas se declara con lugar lo que por concepto de Cesta Tickets, fue accionado. Así se decide.

De la decisión parcialmente transcrita, se denota que el Juez Superior utilizó como parámetro para determinar la procedencia del beneficio de cesta tickets, el tope máximo de tres (03) salarios mínimos, en atención a lo estipulado en el parágrafo segundo del artículo 2 de la Ley Programa de Alimentación para los Trabajadores, ordenando el pago de tal concepto a todos los litisconsortes cuyo salario mensual no exceda tal límite legal.

Ahora bien, el artículo 2 de la Ley Programa de Alimentación para los Trabajadores, señala textualmente:

Artículo 2.- A los efectos del cumplimiento del Programa de Alimentación del Trabajador, los empleadores del sector privado y del sector público que tengan a su cargo más de cincuenta (50) trabajadores otorgarán a aquellos que devenguen hasta dos (2) salarios mínimos mensuales el beneficio de provisión total o parcial de una comida balanceada durante la jornada de trabajo.

Parágrafo Primero: Se entenderá por comida balanceada aquella que reúna las condiciones calóricas y de calidad tomando como referencia las recomendaciones y criterios establecidos por el Instituto Nacional de Nutrición.

Parágrafo Segundo: Los Trabajadores que sean beneficiarios del programa serán excluídos del mismo cuando lleguen a devengar tres (3) salarios mínimos. 

Parágrafo Tercero: El beneficio previsto en esta Ley podrá ser concedido voluntariamente por los empleadores que tengan a su cargo menos trabajadores de los exigidos en el encabezado de este artículo y podrá extenderse a los trabajadores que devenguen una remuneración superior al límite estipulado.

Del precepto jurídico se desprende como requisito sine quanon para que un trabajador sea acreedor del beneficio de alimentación, el de percibir un salario básico inferior a dos (02) salarios mínimos mensuales, derecho que se perderá cuando el trabajador que cumple con tal condición, llegue a devengar tres (03) salarios mínimos. (Subrayado de la Sala)

Ahora bien, para verificar lo alegado por la parte recurrente, se constata de los recibos marcados K-1 al K-15, K-17, K-24, K-26, K-27, K-28, K-31 y K-34 -folios 04 al 25 de la pieza N° 06 del expediente-, que a los ciudadanos Marco Mata, Jorge L. Rodríguez Cova, Pedro Serrano, Douglas Rodríguez, Félix Acosta, Ignacio Marcano, Ramón C. Vegas, Francisco Villanueva, Luis Figueroa, José Amador Herrera, José Sarmiento, Gilmer Guillén, Willmer Galvis, Tomás Mudarra, Luis Mendoza, Ramón C. Salazar, Loiber Villafranca, José Alí Charles, José R. Rodríguez C., Juan Pablo Álvarez, Oswaldo Leiva y Edgar Montilla, se les concedió el beneficio de cesta tickets mediante la entrega de cupones de alimentación, por cuanto, como así lo verificó esta Sala, dichos trabajadores se encontraban dentro de los supuestos de la norma supra transcrita, razón por la que con respecto a los referidos ciudadanos sí resulta aplicable tal beneficio. No obstante y habiéndose comprobado que el mismo fue concedido, mal podría ordenarse nuevamente el pago de este beneficio, como así lo estableció la recurrida, lo cual será objeto de pronunciamiento en la sentencia de fondo.

Se observa también que a los trabajadores que no les correspondía el beneficio de cesta tickets, por cuanto devengaban salarios superiores al límite de dos (02) salarios mínimos, fijado por el citado artículo 2 de la Ley Programa de Alimentación para los Trabajadores, les fue otorgado un subsidio alimentario, de conformidad con lo previsto en la Cláusula XX del Laudo Arbitral. Es así, que consta a los folios 128, 129, 158 al 174, 177 al 186, 188 al 200, 202 al 211, 239 -pieza N° 06-, 5 al 12, 17, 19 al 26, 29 al 37, 39, 41, 42, 44 al 50, 52 al 78, 80 al 82, 185, 186, 188 al 193, 198 al 205, 207, 210, 212 al 214, 216 al 219, 222 al 226, 228 al 232, 234 al 253, 263 al 281, 283 al 301, 303 al 306, 309 al 311, 313, 316 al 318, 325 al 329, 336, 337, 344 al 346, 348 al 351, 357, 358, 360, 368, 370, 372 -pieza N° 07-, 06 al 12, 18 al 20, 22 al 27, 30, 32, 35 al 43, 49 al 58, 63 al 67, 69 al 71, 79 al 84, 87 al 89, 91 al 95, 97 al 99, 101 al 120, 127 al 132, 135 al 141, 143 al 154, 160 al 162, 167 al 176, 179, 181 al 186, 189, 190, 196, 201 al 207, 209, 210, 214 al 217, 219 al 221, 223, 226, 229 al 236, 238, 240 al 247, 249, 251, 253 al 264, 266 al 274, 291 al 299, 305 al 308, 310, 313, 316, 318 al 338, 341 al 350, 352 al 375, 438 al 443, 445, 446, 451 al 454, 456 al 472, 474, 476, 478, 480 al 485, 487 al 497, y 499 al 505 –pieza N° 08- del expediente, comprobantes de pago que demuestran que a los ciudadanos Juan C. Cortés M., Luis B. Ramírez M., Orlando Blanco, Jesús Rafael Maiz, Alcides R. Delgado G., Julio César Corona, Elías García Isturiz, Alejandro Nieves, David Rojas, Armando Sidalta Pinto, Vicente Hilario Mayo, Alexander J. Gauna C., y Antonio M. Ramírez G., les fue concedido dicho subsidio. Por lo tanto, la recurrida al haber establecido el pago de tal beneficio contrariamente a lo consagrado en la disposición legal anteriormente transcrita, incurrió en su infracción, lo que conlleva a la declaratoria de procedencia del presente medio excepcional de impugnación. Así se resuelve.

Ahora bien, una vez constatada la violación en la cual incurrió el Juez Superior Laboral de los artículos ut supra mencionados, esta Sala declara procedente el presente medio excepcional de impugnación. Por consiguiente, anula el fallo proferido el 09 de agosto del año 2004, por el Juzgado Quinto Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, y pasa de seguidas a pronunciarse sobre el fondo de la controversia, de conformidad con lo establecido en el artículo 179 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

En primer lugar, esta Sala reproduce la motivación acreditada en la sentencia impugnada en cuanto a la improcedencia de la reclamación sobre prestación de antigüedad prevista en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, indemnización por despido injustificado, indemnización sustitutiva de preaviso, bono vacacional, pago de días compensatorios de descanso semanal, utilidades, útiles escolares, pago de salarios caídos, e intereses sobre prestaciones sociales, en razón de la conformidad de las partes anteriormente mencionadas al no recurrir específicamente en el presente recurso de control de la legalidad contra dicha declaratoria. Así se establece.

Ahora bien, con relación a las violaciones constatadas a través de este medio excepcional de impugnación y que originaron la declaratoria con lugar, pasa esta Sala a pronunciarse respecto a la procedencia o no del pago de los conceptos de vacaciones anuales, vacaciones fraccionadas y cesta tickets a los trabajadores demandantes por parte de la empresa accionada, en los siguientes términos:

Con respecto a las vacaciones anuales correspondientes al período 2001-2002, se observa que las mismas fueron pagadas por la empresa demandada, de conformidad con lo estipulado en la Cláusula XVII del Laudo Arbitral, y disfrutadas en forma colectiva por los trabajadores, en razón de lo cual, se estima improcedente el reclamo por ellos presentado en cuanto a este beneficio.

En cuanto a las vacaciones anuales del lapso 2002-2003, de las planillas tituladas “Liquidación de Prestaciones Sociales” -folios 26 al 60 de la pieza N° 04 del expediente-, se evidencia que las mismas fueron pagadas y disfrutadas colectivamente por todos los trabajadores, desde el 09 de diciembre del año 2002 hasta el 05 de enero del año 2003. Sin embargo y como se expresó en el capítulo que precede, esta Sala percibe algunas imprecisiones con respecto al pago de dicho concepto, que influyen en lo reclamado por vacaciones anuales, en razón de lo siguiente:

De los anexos cursantes a los folios 26 al 60 de la pieza N° 04 del expediente, se evidencia que a todos los trabajadores, exceptuando al ciudadano Juan C. Cortés M., les fue descontado lo pagado por concepto de vacaciones 2002-2003, observándose que los ciudadanos Félix Acosta, Ignacio Marcano, Ramón Celestino Vegas, Luis Figueroa, Luis Mendoza, Ramón Celestino Salazar, Orlando Blanco, Loiber Villafranca, José Rodríguez Castillo, Oswaldo Leiva y Edgar Montilla, que comenzaron a prestar servicios en fechas 04/03/02, 01/03/02, 09/03/01, 07/03/02, 31/01/01, 04/03/02, 08/03/02, 08/02/01, 04/03/02, 06/03/01 y 19/02/01, respectivamente, para el momento de terminación de la relación de trabajo -16 de marzo del año 2003-, ya habían cumplido el segundo año ininterrumpido de labores, hecho que los hizo acreedores del derecho a las vacaciones anuales del período 2002-2003, por lo que en el caso bajo estudio mal pudo la empresa accionada deducir las cantidades otorgadas por dicho beneficio.

Por tanto, se condena a la empresa demandada a pagar a los mencionados trabajadores las siguientes cantidades por concepto de las vacaciones anuales correspondientes al período 2002-2003, señalados así: a Félix Acosta, Ignacio Marcano, Ramón Celestino Salazar y José Rodríguez Castillo, la cantidad de seiscientos diecisiete mil ciento veinte bolívares (Bs. 617.120,00); a Ramón Celestino Vegas, la suma de quinientos ochenta mil ochocientos sesenta y cuatro bolívares con veinte céntimos (Bs. 580.864,20), a Luis Figueroa, el monto de seiscientos sesenta mil ochocientos bolívares (Bs. 660.800,00), a Luis Mendoza, la cantidad de seiscientos noventa y siete mil trescientos cincuenta y tres bolívares con treinta céntimos (Bs. 697.353,30), a Orlando Blanco, la suma de novecientos ocho mil trescientos veinte bolívares (Bs. 908.320,00), a Loiber Villafranca, el monto de setecientos ochenta mil ciento ocho bolívares (Bs. 780.108,00), a Oswaldo Leiva, la cantidad de seiscientos veintiún mil novecientos setenta y ocho bolívares (Bs. 621.978,00), y a Edgar Montilla, la suma de quinientos ochenta mil ochocientos sesenta y cuatro bolívares con veinte céntimos (Bs. 580.864,20), con fundamento a la Cláusula XVII del Laudo Arbitral.
Con respecto a las vacaciones fraccionadas, observa la Sala que por cuanto las mismas fueron reconocidas y pagadas a los litisconsortes al término de la relación laboral, de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 5° de la Cláusula XXIV del Laudo Arbitral, se declara la improcedencia del referido concepto.

Con relación a los cesta tickets, se declara improcedente lo pretendido por dicho concepto, en virtud de que, por una parte, los ciudadanos Marco Mata, Jorge L. Rodríguez C., Pedro Serrano, Douglas Rodríguez, Félix Acosta, Ignacio Marcano, Ramón C. Vegas, Francisco Villanueva, Luis Figueroa, José Amador Herrera, José Sarmiento, Gilmer Guillén, Willmer Galvis, Tomás Mudarra, Luis Mendoza, Ramón C. Salazar, Loiber Villafranca, José Alí Charles, José R. Rodríguez C., Juan Pablo Álvarez, Oswaldo Leiva y Edgar Montilla, recibieron en su oportunidad el respectivo beneficio, y por la otra, los ciudadanos Antonio M. Ramírez G., Alexander J. Gauna Contreras, Vicente Hilario Mayo, Armando Sidalta Pinto, David Rojas, Alejandro Nieves, Orlando Blanco, Elías García Isturiz, Julio César Corona, Alcides Delgado, Jesús Rafael Maiz, Luis B. Ramírez M., y Juan C. Cortés, no son acreedores de tal concepto, por cuanto devengaban salarios superiores al límite de dos (02) salarios mínimos, establecido en el artículo 2 de la Ley Programa de Alimentación para los Trabajadores.

Se ordena el pago de los intereses moratorios sobre los montos condenados a pagar, cuantificados a través de una experticia complementaria del fallo, conforme lo establece el artículo 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, la cual será practicada por un sólo perito designado por el Tribunal de ejecución, siguiendo lo dispuesto en la norma antes indicada, rigiéndose bajo los siguientes parámetros: 1) Será realizada por un único perito designado por el Tribunal, siendo sufragados sus emolumentos por la parte accionada; 2) El perito deberá servirse de la tasa fijada por el Banco Central de Venezuela, de conformidad con el literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo; 3) Serán calculados a partir de la fecha de notificación de la demanda hasta la ejecución del presente fallo. Igualmente, y en caso de que la parte demandada no cumpliere voluntariamente con la sentencia, es decir, para el caso de una ejecución forzosa se solicitará ante el Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución o este de oficio ordenará nueva experticia complementaria del fallo para calcular los intereses moratorios, a partir de la fecha del decreto de ejecución, hasta la oportunidad del pago efectivo, todo de conformidad con lo establecido en el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

En consecuencia de todo lo antes expuesto, se declara parcialmente con lugar la demanda. Así se decide.

DECISIÓN

En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara: CON LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la parte demandada contra la decisión de fecha 09 de agosto del año 2004, dictada por el Juzgado Quinto Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. De conformidad con el artículo 179 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se ANULA el fallo antes señalado con respecto a los conceptos de vacaciones anuales, vacaciones fraccionadas y cesta tickets, y en consecuencia, se declara PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda intentada por los ciudadanos anteriormente identificados contra la sociedad mercantil CONSTRUCTORA NORBERTO ODEBRECHT S.A.

No hay condenatoria en costas del proceso, por no haber vencimiento total, de conformidad con el artículo 59 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Publíquese y regístrese. Remítase directamente este expediente a los fines de la ejecución de la sentencia por haber quedado la misma definitivamente firme, al Juzgado Décimo Noveno de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, participándole dicha remisión al Juzgado Superior de origen ya identificado.

La presente decisión no la firman los Magistrados JUAN RAFAEL PERDOMO y CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, por no haber estado presentes en la Audiencia Pública correspondiente.

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los diecisiete  (17) días del mes de junio  del año 2.005. Años: 195° de la Independencia y 146° de la Federación.
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